El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Auto – 2ª instancia – 27 de junio de 2017

Proceso: 



Liquidación Sociedad Conyugal
Radicación Nro. :
  

66001-22-13-000-2016-00609-00
Demandante:


Berta Ruth Monroy Ospina
Demandado:


Oswaldo de Jesús Piedrahita Echeverry.
Magistrado Sustanciador:  

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 



RECURSO DE REVISIÓN EXTEMPORÁNEO – SE RECHAZA -  Precisamente, el artículo 356 del nuevo estatuto procesal establece el término dentro del cual debe interponerse el recurso de revisión que, en general, es de dos años, contados a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia; sólo que si se alega la causal del numeral séptimo del artículo 355 ibídem, tales 2 años empezarán a contarse desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante hayan tenido conocimiento de ella, con un límite máximo de 5 años; la regla, agrega que cuando la sentencia debe ser inscrita en un registro público, esos términos sólo comenzarán a correr a partir de la fecha de la inscripción. 

Como quedó dicho, la génesis de este recurso está en la causal séptima del artículo 355, que se refiere a la indebida representación o falta de notificación o emplazamiento del recurrente. 

Esta norma debe entenderse así: 

1. El término para promover el recurso, genéricamente, es de dos años. 

2. Esos dos años, tratándose de esta causal, comienzan a contarse no desde la ejecutoria de la sentencia, sino desde cuando el recurrente o su representante tienen conocimiento de ella. 

3. Si dicha sentencia debe ser registrada, los 2 años empezarán a contarse a partir de la fecha de la inscripción, siempre y cuando, el recurrente no hubiera tenido conocimiento del fallo con antelación, porque la intelección que se le debe dar a ese precepto es que lo que se busca proteger es el derecho de defensa de quien ha sido mal notificado o emplazado, de manera que una vez obtiene conocimiento, aun antes del registro, ya no se justificaría un tiempo adicional para acudir al remedio procesal. 

4. En todo caso, el límite máximo para proponer la demanda será de 5 años, lo que se traduce en qué, cualquiera que sea el momento en el que se conozca el contenido de la Providencia o se produzca la inscripción en el registro, el recurrente tiene 2 años para presentarla, solo que no podrán haber transcurrido más de 5 años desde la ejecutoria de la sentencia. Con un ejemplo se podría graficar lo anterior: si, dictada una sentencia, el demandado tiene conocimiento de ella 3 años después, o el registro se produce 3 años después, le quedan expeditos al afectado 2 años; pero sí el conocimiento se obtiene 4 años después, o el registro ocurre 4 años después, sólo dispondrá de un año para promover el recurso, dado que, se insiste, el término máximo es de 5 años. 

5.
Finalmente, el registro de la sentencia trae como consecuencia, por la publicidad que ese acto envuelve, que desde ese momento hay un conocimiento tácito de la misma, lo que implica que no podría discutirse que el recurrente se enteró con posterioridad, para efectos de contabilizar el término para proponer el recurso.

(…)

Descendiendo al caso de ahora, se tiene lo siguiente: 

1. La sentencia que por esta vía se ataca, fue proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 6 de septiembre de 2011 y notificada por edicto fijado el 12 de septiembre de ese año, lo que indica que causó ejecutoria, producto de lo cual se ordenó el archivo definitivo con auto del 26 de septiembre. 

2. En La Providencia se ordenó el registro de la misma lo que ocurrió, según él certificado de tradición aportado, el primero de agosto de 2012. 

3. La demanda se presentó el 31 de mayo de 2016. 

Con facilidad se advierte, entonces, qué fue promovida por fuera del término que establece el artículo 356 del Código General del Proceso, como quiera que transcurrieron más de 2 años desde cuando se produjo el registro aludido que, se repite, trajo como consecuencia el conocimiento tácito del fallo. Esto se traduce en qué el término para recurrir vencía el primero de agosto de 2014 y no el primero de agosto de 2017, como lo entiende el apoderado judicial del recurrente, según fue ya explicado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

            SALA  UNITARIA CIVIL-FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio veintisiete de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-13-000-2016-00609-00

Vista la constancia que antecede, decide la Sala lo pertinente respecto del recurso de revisión que Oswaldo de Jesús Piedrahita Echeverry instaura, por medio de apoderado judicial, respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Único de Familia de Dosquebradas, el 6 de septiembre de 2011, dentro del proceso de liquidación de la sociedad conyugal que contra el promovió Berta Ruth Monroy Ospina. 

ANTECEDENTES 
Relata el recurrente, que en el proceso de liquidación de la sociedad conyugal que en su contra promovido Berta Ruth Monroy Ospina, se expidió el oficio para la notificación personal del demandado el 28 de marzo de 2011, para que dentro de los cinco días siguientes compareciera al juzgado; la empresa de correos informó que entregó la comunicación a una señora Esperanza, quién dijo conocerlo y que le entregaría personalmente el documento, cuando el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en armonía con el 314, señalan que la notificación debe hacerse al demandado o su representante. Agrega que de acuerdo con el numeral tercero del artículo 320 del mismo código, "cuando se trata de notificación del auto que admite una demanda o del que libre mandamiento ejecutivo, en el aviso se informará al demandado qué debe concurrir al despacho judicial dentro de los 10 días siguientes al de su fijación, para notificarles dicho Auto y que si no lo hace se designará curador ad litem, previo emplazamiento. Si transcurre se terminó sin que el citado comparezca, el secretario dejará constancia de ello, se procederá al emplazamiento en la forma prevista en el artículo 318, sin necesidad de auto que lo ordene"
. 

Con fundamento en estas normas, dice, en vista de que entregada la comunicación, él no compareció dentro de los 5 días siguientes, era imperativo emplazarlo y nombrarle un curador, lo que no ocurrió, y ello da lugar a una causal de nulidad establecida en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil. 

Pide, por tanto, que se declare la nulidad de lo actuado en el proceso referido, por la indebida notificación o emplazamiento, que la actuación se rehaga desde ese momento, se le reintegren los derechos de propiedad sobre los bienes adjudicados, y se condene en costas. 

La causal invocada corresponde a la del numeral 7o del artículo 355 del Código General del Proceso, esto es, "estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o emplazamiento, siempre que no haya sido saneada la nulidad". 

CONSIDERACIONES 

El recurso de revisión es un medio extraordinario de impugnación de sentencias ejecutoriadas, según lo indica el artículo 354 del Código General del Proceso, que tiene como finalidad restablecer la justicia y el derecho que pudieran haberse quebrantado en el curso de una actuación. Constituye, por tanto, “una garantía de justicia, en virtud de los efectos  previstos en el evento de alcanzar prosperidad, pues dependiendo del motivo legal en que se funde, es factible aniquilar la decisión injusta, o procurar el restablecimiento del derecho de defensa cuando haya sido seriamente quebrantado, o preservar el instituto de la “cosa juzgada” 

Mas, como todo recurso, está sometido a algunas exigencias que, de no cumplirse, pueden dar lugar a su inadmisión y posterior rechazo, si no se corrigen las falencias que presenta la demanda, o bien a su rechazo de plano. Esto último, cuando "no se presente en el término legal, o haya sido formulada por quién carece de legitimación para hacerlo" (art. 358 CGP). 

Precisamente, el artículo 356 del nuevo estatuto procesal establece el término dentro del cual debe interponerse el recurso de revisión que, en general, es de dos años, contados a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia; sólo que si se alega la causal del numeral séptimo del artículo 355 ibídem, tales 2 años empezarán a contarse desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante hayan tenido conocimiento de ella, con un límite máximo de 5 años; la regla, agrega que cuando la sentencia debe ser inscrita en un registro público, esos términos sólo comenzarán a correr a partir de la fecha de la inscripción. 

Como quedó dicho, la génesis de este recurso está en la causal séptima del artículo 355, que se refiere a la indebida representación o falta de notificación o emplazamiento del recurrente. 

Esta norma debe entenderse así: 

1. El término para promover el recurso, genéricamente, es de dos años. 

2. Esos dos años, tratándose de esta causal, comienzan a contarse no desde la ejecutoria de la sentencia, sino desde cuando el recurrente o su representante tienen conocimiento de ella. 

3. Si dicha sentencia debe ser registrada, los 2 años empezarán a contarse a partir de la fecha de la inscripción, siempre y cuando, el recurrente no hubiera tenido conocimiento del fallo con antelación, porque la intelección que se le debe dar a ese precepto es que lo que se busca proteger es el derecho de defensa de quien ha sido mal notificado o emplazado, de manera que una vez obtiene conocimiento, aun antes del registro, ya no se justificaría un tiempo adicional para acudir al remedio procesal. 

4. En todo caso, el límite máximo para proponer la demanda será de 5 años, lo que se traduce en qué, cualquiera que sea el momento en el que se conozca el contenido de la Providencia o se produzca la inscripción en el registro, el recurrente tiene 2 años para presentarla, solo que no podrán haber transcurrido más de 5 años desde la ejecutoria de la sentencia. Con un ejemplo se podría graficar lo anterior: si, dictada una sentencia, el demandado tiene conocimiento de ella 3 años después, o el registro se produce 3 años después, le quedan expeditos al afectado 2 años; pero sí el conocimiento se obtiene 4 años después, o el registro ocurre 4 años después, sólo dispondrá de un año para promover el recurso, dado que, se insiste, el término máximo es de 5 años. 

5.
Finalmente, el registro de la sentencia trae como consecuencia, por la publicidad que ese acto envuelve, que desde ese momento hay un conocimiento tácito de la misma, lo que implica que no podría discutirse que el recurrente se enteró con posterioridad, para efectos de contabilizar el término para proponer el recurso. 
Así lo tiene explicado la jurisprudencia nacional. En un caso, señaló: 
Conforme lo establece el artículo 381 del Ordenamiento Procesal Civil, el recurso extraordinario de revisión debe proponerse dentro de los dos años siguientes a la ejecutoria de la sentencia cuestionada, “cuando se invoque alguna de las causales consagradas en los numerales, 1º, 6º, 8º y 9º” del artículo 380 ejusdem.  Sin embargo, cuando se aduzca la causal 7ª de dicho precepto, “los dos años comenzarán a correr desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante haya tenido conocimiento de ella, con límite máximo de cinco años.  No obstante, cuando la sentencia deba ser inscrita en un registro público, los anteriores términos sólo comenzarán a correr a partir de la fecha del registro”. 

Acerca del entendimiento de dicha norma, esta Corporación ha sostenido que “cuando el mencionado precepto determina que el impugnante dispone de dos años contados a partir de la fecha de registro de la sentencia para impugnarla, ‘…está partiendo de un conocimiento ficto, presunto, que se supone tiene toda persona de una providencia por la sola circunstancia de la publicidad que el registro público implica.  Pero, por supuesto que ese conocimiento presunto debe ceder el paso, debe inclinarse ante el conocimiento verdadero, material que el interesado obtenga de la decisión judicial correspondiente.  Así, pues, si el interesado llega a tener conocimiento de una sentencia de las sometidas a registro antes de que éste se efectúe, los dos años para recurrir en revisión correrán no desde la fecha de registro, como podría creerse tras una lectura apresurada o superficial de la norma, sino a partir de ese conocimiento real y efectivo de la providencia; y es esta la interpretación racional de la disposición estudiada, pues lo pretendido por la ley es que la revisión se intente dentro de los dos años siguientes al conocimiento real que el presunto agraviado tenga de la decisión que le perjudica, de tal manera que, una vez enterado en forma cierta de ella, le corren inexorables los dos años’” (subrayado fuera de texto, auto de 2 de agosto de 1995, exp. 5650; reiterado en proveído de 1º de febrero de 1999, exp. 7473; sentencia de 16 de julio de 2001, exp. 7403 y auto de 23 de julio de 2010, exp. 2010-00758-00).
  

Y en otro pronunciamiento señaló: 
El artículo 381 del Código de Procedimiento Civil establece por regla general, que el recurso podrá formularse dentro de los dos años siguientes a la ejecutoria del respectivo fallo, agregando que en el evento de alegarse la causal invocada por el recurrente, el citado plazo iniciará “(…) desde el día en que la parte perjudicada con la sentencia o su representante haya tenido conocimiento de ella, con límite máximo de cinco años.  No obstante cuando la sentencia debe ser inscrita en un registro público, los anteriores términos sólo comenzarán a correr a partir de la fecha del registro”.

Esta Corporación al analizar el referido tema ha precisado que “[e]l art. 381 del mismo ordenamiento señala, como regla general, que las causales o motivos de revisión deben invocarse dentro de los dos años siguientes a la ejecutoria de la respectiva sentencia; empero, si el hecho aducido es la indebida representación o la falta de notificación o emplazamiento, hay que identificar si la sentencia recurrida se encontraba sujeta o no a registro. Si lo primero, los dos años empiezan a computarse inexorablemente a partir de la fecha de su registro; y si lo segundo, el mismo término se cuenta a partir de cuando los indebidamente representados, notificados o emplazados, tuvieron conocimiento del fallo, ‘con límite máximo de cinco años’. 

La ley establece que si la demanda contentiva del recurso de revisión no se formula en el término legal, sin más trámite deberá ser rechazada (art. 383, inc. 4o., ibídem).”. (Auto de 5 de diciembre de 1996, exp. 6372).

Igualmente, en providencia de 6 de febrero de 2003, Exp. 2003-00014-01, la Corte reiteró lo que ya había expuesto en autos de 2 de agosto de 1995, 1° de febrero de 1999 y 11 de diciembre de 2002, en cuanto a que “lo pretendido por la ley es que la revisión se intente dentro de los dos años siguientes al conocimiento real que el presunto agraviado tenga de la decisión que le perjudica, de tal manera que, una vez enterado en forma cierta de ella, le corren inexorables los dos años; con el agregado sí, de que cuando la sentencia ha sido registrada, no puede el recurrente alegar que su conocimiento devino con posterioridad a la fecha del registro por cuanto en tal evento, el cómputo del término respectivo arranca necesariamente desde el conocimiento presuntivo que suministra el registro de la sentencia” (Subrayas del texto original).

5.- En compendio, es claro que cuando  la impugnación extraordinaria en comento se apoya en la causal 7ª del artículo 380 ibídem, la correspondiente demanda de revisión debe ser presentada dentro del bienio siguiente a cuando el censor se haya percatado de la sentencia, con un plazo máximo de cinco años contados desde su ejecutoria, a menos que se deba inscribir en un registro público, evento en el cual, esa tregua empieza a transcurrir a partir de tal “registro”
. Claro que si el recurrente se enteró del fallo, con anterioridad a dicha anotación, el citado lapso ya no puede tener ésta como punto de inicio, sino que debe contabilizarse desde cuando obtuvo el conocimiento verdadero o material de la decisión, como se analizó en providencias de 5 de abril y 5 de mayo de 2011, Exp. 2011-00672-00.

Descendiendo al caso de ahora, se tiene lo siguiente: 

1. La sentencia que por esta vía se ataca, fue proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 6 de septiembre de 2011 y notificada por edicto fijado el 12 de septiembre de ese año, lo que indica que causó ejecutoria, producto de lo cual se ordenó el archivo definitivo con auto del 26 de septiembre. 

2. En La Providencia se ordenó el registro de la misma lo que ocurrió, según él certificado de tradición aportado, el primero de agosto de 2012. 

3. La demanda se presentó el 31 de mayo de 2016. 

Con facilidad se advierte, entonces, qué fue promovida por fuera del término que establece el artículo 356 del Código General del Proceso, como quiera que transcurrieron más de 2 años desde cuando se produjo el registro aludido que, se repite, trajo como consecuencia el conocimiento tácito del fallo. Esto se traduce en qué el término para recurrir vencía el primero de agosto de 2014 y no el primero de agosto de 2017, como lo entiende el apoderado judicial del recurrente, según fue ya explicado. 

Esto, claro, si no se tuviera en cuenta, además, que el demandado en el proceso de liquidación, señor Oswaldo de Jesús Piedrahita Echeverry, fue notificado personalmente del auto admisorio de ese trámite, de acuerdo con lo que enseñan las copias que el mismo aportó (f. 26), situación que, de ser así, indicaría que ha debido estar al tanto de su proceso y, por consiguiente, enterarse de la sentencia desde el mes de septiembre de 2011, lo que hace más evidente su tardanza en la promoción de este recurso. 

Lo que viene, como corolario, es que en aplicación del inciso tercero del artículo 358 del código general del proceso se rechazará la demanda.
DECISIÓN
En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira,
RECHAZA, por no haber sido propuesta en tiempo, la demanda que contiene el recurso de revisión impetrado por Oswaldo de Jesús Piedrahita Echeverry, respecto de la sentencia proferida por el juzgado único de familia de Dosquebradas, el 6 de septiembre de 2011 dentro del proceso de liquidación de la sociedad conyugal que contra él promovió Berta Ruth Monroy Ospina. 

Sin necesidad de desglose, devuélvanse los anexos presentados. 
Notifíquese

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

� Valga anotar que el contenido de esta norma sufrió una drástica modificación, con el artículo 32 de la Ley 794 de 2003, que no tiene en cuenta el recurrente. 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 21 de junio de 2013, radicado  11001-0203-000-2007-00771-00, M.P. Ruth Marina Díaz Rueda.





� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, providencia del 29 de noviembre de 2012, radicado 11001-0203-000-2012-00077-00, M.P. Jesús Vall De Rutén Ruiz.





�  Auto de 20 de mayo de 2003, Exp. 2003-00014-01.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Civil, 10 de agosto de 2011, radicación 11001-0203-000-2008-01340-00. M.P. Ruth Marina Díaz Rueda.
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